SENTENCIA INTERLOCUTORIA Nº   10.413
EXPTE N° 13.470/08                         SALA IX                    JUZGADO Nº 74
AUTOS: "MALDONADO OVELAR NANCY DEL ROSARIO C/ PODER EJECUTIVO NACIONAL MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL S/ ACCION DE AMPARO - INCIDENTE (Medida Cautelar)"
Buenos Aires,  12 de agosto de 2008
                        VISTOS 
            Las presentes actuaciones que llegan a esta Alzada con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada a tenor del memorial obrante a fs. 28/43 del presente incidente, dirigido a cuestionar la resolución dictada a fs. 16/24.
            Corrido el pertinente traslado de los agravios, la parte actora los replicó conforme surge de las constancias agregadas a fs. 54/55. Por último, a fs. 61 y como consecuencia de la vista conferida por este Tribunal, se expide el Sr. Fiscal General ante la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.
            Y CONSIDERANDO
            I.- Mediante el dictado de la sentencia obrante a fs. 16/24 del presente incidente de apelación, la sentenciante de grado acogió favorablemente la pretensión cautelar articulada al inicio y, consecuentemente, dispuso la inclusión de la Sra. Nancy del Rosario Maldonado Ovelar en el Plan Jefas y Jefes de Hogar.
            Dicha decisión motivó la queja de la parte demandada, y los agravios que determinan la intervención de este Tribunal pueden resumirse del siguiente modo: a) Omisión de la debida fundamentación para la concesión de la medida cautelar a cuyo fin la recurrente sostiene que no se han expresado las consideraciones fáctico-jurídicas por las que se consideran reunidos los requisitos de procedencia; b) Omisión de consideración del interés público comprometido en la medida y su afectación al normal desenvolvimiento de las actividades esenciales, perturbando de ese modo la continuidad de un servicio público; c) Confusión del objeto de la medida cautelar decretada con la pretensión sustancial de fondo; d) Inexistencia de situación de urgencia justificante de la medida autosatisfactiva; e) Ausencia de comprobación previa al dictado de la pretensión, de los recaudos exigidos por el decreto 565/02; f) Inexistencia de valoración de los elementos propios de toda medida cautelar: verosimilitud del derecho invocado, peligro en la demora, y daño irreparable a la persona demandante, g) Ausencia de demostración de ilegitimidad de la medida adoptada por el Estado Nacional y, por último, incompetencia del Fuero Laboral para entender en el trámite de la presente acción.
            II.- Este Tribunal, en consonancia con lo dictaminado por el Sr. Fiscal General ante la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, considera que debe confirmarse la resolución recurrida.
            Previo a exponer los argumentos que motivan la decisión anticipada, es dable señalar que la queja vertida por la accionada, pese a su extensión, no reviste entidad suficiente para lograr la revisión de lo decidido en la sede de origen. 
            Ello es así por cuanto, de una atenta lectura del memorial bajo análisis se desprende que los argumentos que invoca la recurrente, se ciñen -en su mayoría- a una expresión de disconformidad con lo resuelto, mas no se rebate, de manera concreta y categórica el pronunciamiento ni se indica, al menos claramente, cuál habría sido el yerro incurrido por la judicante de modo tal que justifique la revisión de la decisión. 
            III.- Aclarado lo anterior, se estima prudente comenzar por analizar el agravio dirigido a cuestionar la competencia de este fuero para conocer en el trámite de la presente acción, aún cuando ello implique alterar el orden de exposición de los agravios vertidos y, a su respecto, es dable señalar que, tal como lo puntualiza el Sr. Fiscal General, el pronunciamiento recurrido implicó la asunción de la aptitud jurisdiccional para conocer decisión que resulta irrecurrible en virtud de lo expresamente normado por el art. 15 de la ley 16.986.
            IV.- Adentrándonos entonces al análisis de los restantes agravios, se impone señalar que, contrariamente con lo afirmado en el recurso bajo estudio, los requisitos exigidos para la procedencia de toda pretensión cautelar, han sido examinados por la sentenciante de primera instancia y, en base a ello, se ha decretado la medida pretendida.
            En efecto, no resulta cierto que no hubiere sido evaluada la existencia de verosimilitud del derecho en el reclamo impetrado (siempre con el alcance precautorio que exige este tipo de petición), pues una atenta lectura de la decisión recurrida, lleva a inferir que ello ha sido expresamente considerado toda vez que la Sra. Juez "a quo" claramente sostuvo que "... existe una verosimilitud muy fuerte, rayana en la alta probabilidad, fundada en varias razones. En primer término, se cuenta con la declaración jurada obrante a fs. 4, en donde la trabajadora juramenta el 18 de octubre del 2007, encontrarse desocupada, ser quien lleva adelante su hogar, sin colaboración ni ayuda del otro progenitor (dato verosímil a tenor del apellido del niño y la ausencia de padre en el instrumento de fs. 3), así como de contar con todos los requisitos del Plan...", extremo que -sumado a otras consideraciones formulada por la sentenciante- la llevan a resolver "...que es poco razonable concluir que la actora y el núcleo más directo (su hijo menor de edad, y tal vez los otros hijos que dice tener pero no acredita), no se encuentren en la situación de indigencia en la cual, declaración jurada mediante, dice estar y que, contrariamente, una vez más a lo sostenido en la causa, funciona como contracautela dada la eventual responsabilidad que puede generar...".
            Del mismo modo debe entenderse merituado el peligro en la demora al que alude, también reiteradas veces la apelante, toda vez que dicha circunstancia ha sido expresamente señalada por la juzgadora a fs. 20 tercer párrafo, cuando lo tilda de "prácticamente evidente", añadiendo -párrafos mas adelante- que se torna paradigmático para el caso, cómo el derecho adjetivo al tiempo de reglamentar derechos sustantivos, puede llegar a desvirtuarlos de tal modo que conlleve a la lisa y llana negación de los mismos, en expresa violación de lo normado por el art. 28 de la C.N., faltando también de tal suerte las previsiones de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, entre otros.
            Tales argumentos que, en opinión de este Tribunal, no se advierten rebatidos por los agravios que motivan la intervención de la Alzada, llevan a concluir que ha sido expresamente considerada no solo la verosimilitud del derecho invocado al inicio sino también la peculiar situación que podría suscitar una irrazonable demora en la concesión de la medida peticionada, ello en atención a que se encuentra en juego la supervivencia de una familia (para decirlo en palabras de la judicante de grado).
            V.- Tampoco se advierte viable el argumento reiteradas veces expuesto en torno de la presunta "afección al normal desenvolvimiento de las actividades esenciales y la consecuente perturbación de la continuidad de un servicio público" a través de la admisión de la pretensión cautelar que se recurre, pues más allá de no haberse esgrimido ningún argumento de solidez que permita tener por configurado ese extremo, no parece atendible la queja desde que se proyecta sobre funciones básicas de los órganos de la Administración Pública que, en modo alguno pueden ser alteradas por la decisión que en el presente caso se intenta revertir.
            Sin perjuicio de lo dicho, que en si mismo resulta suficiente para sellar la suerte adversa de este segmento de la queja, es dable recordar que en virtud del carácter precautorio que reviste este tipo de medidas, la resolución que aquí se cuestiona no causa estado y por ende, puede ser modificada en cualquier estadio procesal, siempre que se verifique la presencia de elementos de solidez que así lo permitan.
            VI.- En el mismo sentido debe resolverse la queja dirigida a cuestionar la omisión de comprobación de los requisitos exigidos por el decreto 565/02 con carácter previo al dictado de la medida ya que, más allá de dejar a salvo que los extremos fácticos que motivan el decisorio (y coinciden con las circunstancias que deben ser acreditadas para acceder al programa) han sido ampliamente considerados por la sentenciante al merituar la verosimilitud del derecho invocado en la pretensión cautelar, lo cierto es que las alegaciones formuladas en el recurso carecen de toda lógica pues mal puede pretender la recurrente que se corrobore la falta de inscripción de la actora en el Programa, cuando ha sido expresamente alegado en el escrito de inicio que la amparista no tuvo siquiera oportunidad de ingresar una solicitud al Plan y que dicho acceso le fue denegado por haberse vencido el plazo para el ingreso al mismo, circunstancia que no ha sido siquiera desconocida por la accionada.
            Por otra parte, ha sido expresamente aclarado en el pronunciamiento que se recurre que, en la hipótesis de haberse concedido dicho beneficio a quien fuera padre del menor al que se alude en la demanda, dicha circunstancia será inmediatamente advertida por el Ministerio merced a su informatización, extremo que impedirá la presunta superposición, todo lo cual resta solidez a las alegaciones formuladas en la queja en relación a este punto ya que -como bien se puntualiza en la sede de grado- ese eventual e hipotético peligro para la Administración, no puede ser esgrimido como una causa para mantener en estado de indigencia a quien interpone la acción hasta tanto se culmine con las averiguaciones indicadas.
            La cuestión aludida en torno a la información oportunamente brindada por el Asesor de la Secretaría de Empleo -Dr. Carlos Ullua- en cuanto que la Sra. Silva Isidro Olga Hermenegildo, no ha sido inscripta al Programa de Jefes de Hogar por ningún municipio (ver fs. 35vta. del presente incidente) carece de toda trascendencia en el caso de marras, ya que la persona que ha sido mencionada no forma parte de las presentes actuaciones, lo que deja sin ningún sustento la alegación.
            Del mismo modo cabe concluir respecto de lo apuntado en el cuarto párrafo de fs. 35vta. donde se afirma que "...la actora sigue siendo beneficiaria del Programa y si en un momento dado se ha discontinuado la percepción del beneficio, es porque se ha detectado el incumplimiento de la acreditación de los requisitos que hacen a la procedencia del mismo...Debe señalar que si el Juzgador tuvo alguna duda razonable, antes de dictar la medida cautelar debió haber oficiado a mi mandante a fin de verificar la existencia del beneficio y su efectiva continuidad...", ya que en el caso que nos convoca la actora no tuvo posibilidad de ingresar su solicitud al plan, lo que mal puede justificar una medida probatoria previa tendiente a corroborar su pretendida "continuidad" en el programa.
            De lo expuesto se advierte que no han sido rebatidos, al menos de manera concreta y precisa, los presupuestos fácticos que dieron lugar a la procedencia de la medida, toda vez que si bien han sido cuestionados los argumentos que motivaron su admisión, no puede soslayarse que -contrariamente con lo afirmado en el recurso- la pretensión cautelar ha sido peticionada con apoyo en las circunstancias de hecho específicamente detalladas en el libelo de inicio, las que han sido acreditadas a través de la documentación respectiva, y sobre este punto concreto, el recurso no presenta embates que justifiquen la revisión de la decisión.
            Sin perjuicio de todo lo expuesto y solo a mayor abundamiento, no resulta ocioso memorar -ya que parece haber sido soslayado por la apelante- que en el caso que nos convoca, la acción ha sido interpuesta como consecuencia de la imposibilidad de la accionante de acceder al Plan creado a través del decreto 565/02, por haberse cerrado "de hecho" la inscripción por parte de la autoridad de aplicación, quien habría dado por concluido el ingreso al referido subsidio alimentario mínimo, sin reparar que -conforme llega firma a esta Alzada- el plazo para el cese de dicha inscripción ha sido extendido a través del dictado de la ley 26.339 mediante la cual se dispuso una prórroga del mentado beneficio hasta el mes de diciembre del año 2008, circunstancia que deja sin sustento las argumentaciones esgrimidas por la recurrente en su memorial recursivo.
            VII.- Por último y en torno del carácter "autosatisfactivo" que se le imputa a la medida cautelar de marras, cabe remitirse a lo expresado por el Sr. Fiscal General en el dictamen acompañado a fs. 60 del presente incidente y que fue elaborado en el marco de una pretensión de similares aristas a la que aquí nos convoca, en cuanto señaló que "...carece de la trascendencia que se le atribuye porque se ha admitido esta tipología en casos en los cuales está en tela de juicio la subsistencia y ante la configuración de una intensa verosimilitud del derecho...", y ello encuentra sustento en lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, toda vez que el criterio sentado por el Alto Tribunal tiende a destacar la excepcionalidad de la admisión de innovaciones cautelares al sustentar una tesis muy restrictiva respecto del adelanto precautorio de lo que sólo podría llegar a decidirse en un juicio contencioso bilateral, respecto de lo cual se exige mayor prudencia en la apreciación, sin que ello implique la imposibilidad de su concesión.
            En efecto, la cuestión introducida por la demandada encuentra respuesta en inveterada jurisprudencia del Máximo Tribunal de Justicia de la Nación, en cuanto sostuvo que a fin de que la tutela judicial resulte efectiva (art. 18 C.N.), carece de relieve la calificación que corresponda a la medida por adoptar, si son cumplidos los requisitos para su procedencia y que mediante ella se cumplan los fines de justicia que persigue la Constitución Nacional (ver Fallos 314:595 y citas jurisprudenciales del trabajo publicado por Juan J. Formaro "El tiempo, el proceso y los derechos objetivos del trabajador. Consecución efectiva de justicia por vía de las medidas autosatisfactivas" en Doctrina Laboral y Provisional N° 275, Julio 2008, Editorial Errepar, págs. 644 y sgtes.).
                        Por todo ello y toda vez que, al menos "prima facie", se aprecian reunidas en el caso las condiciones exigidas por el art. 230 del CPCCN, no cabe sino desestimar el recurso interpuesto y, consecuentemente, confirmar la decisión recurrida en cuanto ha sido materia de recurso y agravios, todo ello, dejando a salvo que los fundamentos a los que se ha hecho referencia a lo largo del presente, lo han sido al sólo efecto de decidir una medida precautoria que no causa estado, y que en modo alguno significa emitir opinión respecto al fondo mismo de la contienda, que será resuelto en el trámite procesal pertinente. 
                        VIII.- Difiérase la imposición en costas y la regulación de honorarios para la etapa procesal oportuna.
            En virtud de lo expuesto y compartiendo lo dictaminado por el Sr. Fiscal General ante esta Cámara, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar la resolución apelada en todo cuanto ha sido materia de recurso y agravios; 2) Diferir la imposición en costas y la regulación de honorarios para la etapa procesal oportuna.
            Regístrese, notifíquese con habilitación de días y horas inhábiles y, oportunamente, devuélvase. 
 

 

 

 

 

  
 

 

                        Ante Mi
